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El presente documento tiene por objeto poner en conocimiento de los honorables miembros de la Comisión del Acuerdo de Cartagena las causas de la precaria situación financiera que vive el Tribunal, la cual va en perjuicio directo de su funcionamiento, en momentos en que precisamente su actividad judicial se ha normalizado y tiende cada vez más a incrementarse en el inmediato futuro.


Obligaciones de Pago.- De acuerdo con el artículo 13 del Tratado Constitutivo del Tribunal los países están obligados a otorgarle las facilidades necesarias para el adecuado cumplimiento de sus funciones, entre ellas la del pago de sus contribuciones.


El cumplimiento de esta obligación se deriva no solamente del principio universalmente reconocido según el cual todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe, como lo consagra la Convención de Viena sobre El Derecho de los Tratados. Llevado al ámbito de la Subregión Andina, el cumplimiento del tratado significa también que los países demuestren su vocación integracionista con la más elemental de las obligaciones, como es la de contribuir oportunamente a su financiamiento.


Precaria situación financiera.- Preocupa profundamente al Tribunal, la situación de penuria que vive el organismo de tiempo atrás, por el sistemático incumplimiento en el pago de las contribuciones, por parte de algunos Países Miembros. No se trata de defender "per se" unos ingresos para el funcionamiento de este organismo principal del Acuerdo, sino de la necesidad de crear las condiciones para que con el apoyo financiero oportuno al Tribunal se asegure hacia el futuro la supervivencia de la entidad en condiciones normales, a fin de que ésta pueda cumplir a cabalidad sus funciones.


El presupuesto del Tribunal, durante 11 años a partir del segundo año de su iniciación, viene oscilando entre US$ 796.000,00 y US$ 810.000,00 anualmente. A pesar de la devaluación que ha tenido el dólar el Presupuesto sigue registrando las mismas cifras iniciales. A ello se agrega el incumplimiento de algunos de los Países Miembros en el pago de sus cuotas, salvo Colombia que permanece al día y Venezuela con un pequeño saldo de US$ 9.355,19 correspondiente a 1993 y pago pendiente de 1995. Ello ha hecho que la estructura original diseñada para el Tribunal se haya reducido en forma inexplicable, en detrimento de la eficiencia de una entidad que precisamente debiera estar en pleno desarrollo, a tono con el ritmo del proceso de integración.


Programa de pago de deudas pendientes.- El problema de los incumplimientos en el pago de las cuotas al Tribunal (y a la Junta), ha sido discutido en diversas oportunidades por la Comisión y en todas ellas los países morosos han manifestado su voluntad de actualizarse en sus obligaciones atrasadas. Con el objeto de estimular a los países, en estas circunstancias, para que se pusieran al día en sus pagos, la Comisión expidió las Decisiones 333 y 341 de 1993, que establecieron facilidades para la puesta al día de los países morosos en el pago de sus obligaciones. Así, la Comisión condonó incondicionalmente cerca del 40% de la deuda de los países, estableciendo un calendario de pagos de los atrasos, diferido en tres años contados a partir del 1 de enero de 1993. A pesar de ello ninguno de los señalados países ha girado suma alguna por este concepto.


El Tribunal había propuesto que la condonación quedara condicionada al cumplimiento en el pago efectivo de los atrasos, de manera que la deuda insoluta volviera a sus niveles anteriores a la Decisión 341, para aquellos países que no pagaran sus deudas en los términos establecidos en dicha Decisión. Sin embargo esta propuesta no fue acogida, con el resultado de que hoy la deuda de los países morosos está reducida sin que el estímulo para el pago haya producido efecto alguno. Esta situación es de clara inequidad para los dos países que han venido cumpliendo normalmente con sus obligaciones y el Tribunal considera que debe corregirse.


Deudas pendientes y efectos.- Como consta en el Anexo 1, las deudas pendientes para con el Tribunal arrojan, al 15 de junio, incluyendo todo el año de 1995, la suma total de US$ 1'658.224,47 distribuida de la siguiente manera: Bolivia US$ 302.158,00, Colombia US$ 56.700,00, Ecuador US$ 127.714,47, Perú US$ 935.496,81, Venezuela US$ 236.155,19.


Lo anterior significa que el presupuesto del Tribunal ha presentado una situación anual deficitaria continuada, que para el período 1988 a 1995 fue en promedio de US$ 309.296,00, lo que significa un 38,15% del presupuesto anual aprobado. Este déficit presupuestal se ha acumulado en un déficit operacional no cubierto, debido a la falta de pago.


Los recortes que han debido hacerse en la ejecución del presupuesto del Tribunal, para evitar un déficit acumulado de sus recursos, que hubiera sido inmanejable financieramente, ha significado un mal funcionamiento de la entidad debido a los siguientes factores:

a)
Imposibilidad de cumplir con la reserva del 20% establecida en los presupuestos anualmente aprobados por la Comisión para atender necesidades estacionales de recursos.

b)
Incapacidad financiera para mantener un secretario titular indispensable para el delicado cumplimiento de las funciones judiciales, cuyo nombramiento, precisamente, fue recomendado por la Comisión al aprobar el Presupuesto de 1995.

c)
Eliminación del Director Administrativo, fundamental para la marcha ordenada de la institución, que ha tenido que suplirse con la asignación de estas funciones al Contador-Pagador.

d)
Reducción del personal administrativo.

e)
Incapacidad financiera para atender el mantenimiento y renovación de los instrumentos y equipos elementales de trabajo.


A pesar de las deficiencias en la infraestructura del Tribunal, debidas a la necesidad de restringir sus gastos más allá de lo normal dentro de un sano manejo de recursos, el Tribunal ha cumplido sus funciones elementales, no con la eficiencia deseable, pero sí con la responsabilidad y dedicación de sus magistrados y funcionarios. Ello no significa que el Tribunal pueda conformarse con la labor cumplida hasta ahora, sino que deberá expandir su radio de acción, dar a conocer sus funciones, sus atribuciones y los servicios que está en condiciones de prestar a la comunidad andina. El Tribunal ha logrado cubrir muy parcialmente sus necesidades en materia de difusión y divulgación del derecho comunitario con un programa de apoyo financiero de la Comunidad Europea, por dos años, que le permite cubrir con seminarios y programas de divulgación, en una pequeña parte, a los cinco países. Sin embargo el Tribunal deberá intensificar las relaciones con las autoridades y judicaturas de los Países Miembros para cumplir las funciones de unificación del derecho comunitario y procurar su máxima utilización. Todo ello se hará posible sólo con la actualización y oportunidad en los pagos de las contribuciones.


En el Anexo 2 se presenta la situación financiera del Tribunal para el período 1991 - 1995, junto con las últimas gestiones adelantadas por la entidad para el cobro a los Países Miembros 


Situación actual y perspectivas.- El Tribunal ha manejado con la prudencia y el rigor requeridos, los escasos recursos hasta ahora recibidos para su funcionamiento, pero no se le ha proporcionado un mecanismo automático para la percepción de los aportes, compatible con la autonomía que el propio Tratado le ha asignado para el desempeño de su funciones.


En anteriores oportunidades el Tribunal acudía en situaciones de iliquidez al financiamiento de la Corporación Andina de Fomento para atender sus necesidades de Tesorería derivadas de los incumplimientos. Desde hace tres años, sin embargo, no es posible contar con estos recursos como quiera que la CAF ha negado una solicitud de crédito y ha anunciado un cambio en la política de prioridades de financiamiento dentro de las cuales no se incluye al Tribunal, como consta en la carta PE-139 del 30 de marzo de 1993, suscrita por el Presidente Ejecutivo, cuya copia forma parte del Anexo 3.


El Tribunal considera que para atender normalmente su operación y funcionamiento requiere contar por lo menos con fondos que cubran seis meses de gastos, ya que no cuenta con ninguna forma de financiación. Al finalizar el año en curso el Tribunal necesita arbitrar recursos para la renovación parcial de sus Magistrados, lo cual implica gastos de repatriación de los que salen y de instalación de los que ingresan.

CONCLUSION:


Dadas las justificadas consideraciones anteriores, el Tribunal solicita de la manera más enfática y comedida a la Comisión, se sirva tomar las medidas y establecer los mecanismos para corregir estos desequilibrios, mediante un sistema de recaudación automática de cuotas. A los Países Miembros se les encarece ponerse al día a la brevedad posible en los pagos atrasados y en las cuotas pendientes de cubrir para el año 1995.

Quito, 16 de junio de 1995.

Anexo  1

ESTADO DE LOS ADEUDOS AL

TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ACUERDO DE CARTAGENA

POR PARTE DE LOS PAISES MIEMBROS

- al 15 de junio de 1995 -

En Dólares USA


ANUAL
ACUMULADO
TOTAL
REPUBLICA DE BOLIVIA:

Cronograma de Pagos

(Decisión 341)

Año 1993
50.588,00

Año 1994
28.585,00

Año 1995
28.585,00
107.758,00

Contribución Presupuesto 1993

(Decisión 333)
64.800,00

Contribución Presupuesto 1994

(Decisión 349)
64.800,00

Contribución Presupuesto 1995

(Decisión 369)
64.800,00
194.400,00
302.158,00

REPUBLICA DE COLOMBIA:

Corresponde a Cuarto Trimestre

de 1995

(Decisión 369)


56.700,00

REPUBLICA DEL ECUADOR:

Cronograma de Pagos

(Decisión 341)

Año 1993
17.885,00

Año 1994
10.106,00

Año 1995
10.106,00
38.097,00

Contribución Presupuesto 1993

(Decisión 333)

Saldo
14.726,25

Contribución Presupuesto 1994

(Decisión 349)

Saldo
10.091,22

Contribución Presupuesto 1995

(Decisión 369)
64.800,00
89.617,47
127.714,47

REPUBLICA DEL PERU:

Cronograma de Pagos

(Decisión 341)

Año 1993
331.527,00

Año 1994
187.326,00

Año 1995
187,326,00
706.179,00

Contribución Presupuesto 1994

(Decisión 349)

Saldo
2.517,81

Contribución Presupuesto 1995

(Decisión 369)
226.800,00
229.317,81
935.496,81

REPUBLICA DE VENEZUELA:

Contribución Presupuesto 1993

(Decisión 333)

Saldo

9.355,19

Contribución Presupuesto 1995

(Decisión 369)

226.800,00
236.155,19
TOTAL


1'658.224,47




==========

Anexo  2

SITUACION FINANCIERA DEL TRIBUNAL
1991 - 1995


INGRESOS
INGRESOS

AÑO
PRESUPUESTO
EFECTIVOS
ATRASADOS



PRESUPUESTADOS
OTROS AÑOS

1991
810.000,00
461.843,00
106.759,00

1992
810.000,00
466.199,00
24.025,00

1993

(Reducción US$ 813.268,00)
810.000,00
594.319,00
---

1994
810.000,00
505.790,97
126,800,00

1995
810.000,00
170.000,00
226.800,00

Anexo 3

PE - 139

Caracas, 30 de marzo de 1993

Señor

Roberto Salazar Manrique

Presidente

Tribunal de Justicia del

Acuerdo de Cartagena

Quito, Ecuador

Señor Presidente:

Su oficio Nº 068-P-TJAC-93 del 25 de marzo de 1993, se cruzó con mi comunicación del 25 del mismo mes.

Tal como le indicaba en mi comunicación anterior, la última operación que se hizo con el Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, fue en 1990, sin embargo, en el transcurso de estos tres años, las prioridades de financiamiento de la Corporación Andina de Fomento se han ido modificando y orientando hacia el financiamiento de proyectos específicos y de operaciones de comercio exterior, exclusivamente.

Por esta razón, no podremos atender su pedido a pesar de que la relación de la CAF con el Tribunal de Justicia, que usted merecidamente preside, ha sido altamente satisfactoria.

Le saluda, muy atentamente,

(Fdo.)

Pedro Sorensen Mosquera

Presidente Ejecutivo, Encargado

